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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, veintitrés (23) de febrero de dos mil quince (2015)

	RADICADO:

	05 001 33 33 020 2015 00106 00

	ACCIÓN:

	EJECUTIVO 

	DEMANDANTE: 
	JOSE ARLES VILLADA Y OTROS

	DEMANDADO:

	FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN    

	ASUNTO:
	NIEGA MANDAMIENTO DE PAGO

	Auto Interlocutorio:
	No. 117


ANTECEDENTES

La presente demanda ejecutiva fue presentada el día 16 de agosto de 2014 ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, correspondiéndole por reparto a la Sala Cuarta de Decisión, Magistrada Liliana Patricia Navarro Giraldo que en proveído del 09 de septiembre de 2014 lo remitió a la Secretaria General de la Corporación para que se asignará a los Despachos encargados de la oralidad, por presentarse la demanda en vigencia del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y ser ese un Despacho de Descongestión, encargado de otros asuntos. 
Tras surtirse nuevamente el reparto, le correspondió a la Magistrada Gloria María Goméz Montoya de la Sala Segunda de Oralidad, quién mediante Auto Interlocutorio No. 450 del día 6 de octubre de 2014 declaró la falta de competencia por el factor cuantía y lo remitió al Centro de Servicios de los Jueces Administrativos de Oralidad, por estimar que estos son los competentes. Sin embargo, también advirtió que, de conformidad a lo señalado por la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Antioquia, cuando se presenta procesos ejecutivos derivados de condenas cuyo trámite se inicia con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2011, se debe presentar una demanda ejecutiva nueva, con el lleno de los requisitos consagrados para la misma, debiendo a su vez aportar el documento contentivo de la obligación que se pretende hacer efectiva.
Frente a esta decisión el ejecutante interpuso Recurso de Reposición, el cual fue decidido por  la Corporación mediante proveído del 10 de noviembre de 2014, en la que se dispuso no reponer el auto que declaró la falta de competencia y se ordenó, nuevamente, su remisión al Centro de Servicios de los Jueces Administrativos de Oralidad de Medellín. En consecuencia, la presente demanda se asignó por reparto el 04 de febrero de 2014 al Juzgado 20 Administrativo Oral de Medellín.

En el caso concreto, la parte demandante JOSE ARLES VILLADA VILLADA y OTROS, por intermedio de apoderado judicial, propone demanda ejecutiva en contra de la FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN  con la cual pretende:

“Se libre orden pago inmediato por todas las cantidades objeto de las condenas conforme a la distribución ORDENADA EN EL FALLO y liquidación presentada ante LA FISCALIA GENERAL DE LA NACION, con todos sus intereses conforme lo regula el art. 95 de la misma obra.
Imponer la respectiva condena en costas y agencias en derecho.

Remitir copia de la providencia que así lo disponga a la OFICINA  JURIDICA DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACION en DG.22B#52-01 BLOQUE C PISO 3 BOGOTA D.C. REF.: CUENTA ARLES VILADA, OTROS RCDO.:1-2012-061424.”

Como hechos fundamento de su pretensión refiere que de conformidad a la legislación en materia administrativa, las sentencias proferidas constituyen títulos ejecutivos, frente a las cuales el Decreto 01 de 1984 establecía que su pago debía realizarse dentro del término de 18 meses desde la ejecutoria y la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, consagró un término de un año para su debida cancelación.
Que en el Proceso Ordinario de Reparación Directa identificada con el radicado 05001233100019960141600, el día 24 de marzo de 2011 se profirió en Segunda instancia Sentencia del Consejo de Estado en la que estableció como condenas a cargo de la FISCALIA GENERAL DE LA NACION y a favor de: i) ARLES VILLADA VILLADA, la suma de 138’423.578; ii) IMELDA VALENCIA VALENCIA, la suma de 37’492.000; iii) YULIMA ANDREA VILLADA VALENCIA,  la suma de 26’780.000; iv) DEYSY VILLADA VALENCIA, la suma de 26’780.000; y, v) JHON VILLADA VALENCIA, la suma de 26’780.000. Providencia que se publicó el 31 de marzo de 2011, en consecuencia, se encuentra debidamente ejecutoriada.
De conformidad con el fallo se formuló cuenta de cobro a la Tesorería General de la Nación, Ministerio de Hacienda y Crédito Público el día 24 de julio de 2011, frente a la cual se afirma que se proyectó pago para el segundo trimestre de 2014, pero no se cumplió, es así, como ha transcurrido más de un año y al momento de presentación de la demanda no se ha cancelado las condenas por parte del ente público.
CONSIDERACIONES
Le corresponde al Despacho establecer si debe librarse mandamiento ejecutivo de pago por las sumas reclamadas por el ejecutante, o, si, por el contrario, deberá negarse. Para ello se efectuarán, algunas precisiones sobre la competencia del presente Juzgado y el título ejecutivo que se pretende hacer efectivo por esta Jurisdicción.

1. Competencia de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en materia de procesos ejecutivos.

La competencia de la Jurisdicción Contencioso Administrativo para conocer de manera general los procesos ejecutivos en los que intervengan entidades públicas, se presenta desde la Ley 446 de 1998 que le atribuyó esta competencia de manera general a esta Jurisdicción, con salvedad del ámbito contractual, cuya competencia ya había sido radicada, directamente por el artículo 75 del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. Esta situación se refirmó en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- que en el numeral 6 del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 precisó: 

“Artículo 104. De La Jurisdicción De Lo Contencioso Administrativo. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. 

“Igualmente conocerá de los siguientes procesos: […] 

“6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por esas entidades.” (Subrayas fuera de texto)

Ahora bien, en el numeral 7º del artículo 155 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo se regula la  competencia funcional, esto es, se establecen los asuntos que conoce el juez administrativo en primera instancia, así: “De los procesos ejecutivos, cuando la cuantía no exceda de mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes”. En consecuencia, este Despacho es competente para conocer del presente proceso de ejecución.

2. La calidad de “título ejecutivo”

El  proceso ejecutivo tiene su fundamento en la efectividad del derecho que tiene el demandante de reclamar del ejecutado el cumplimiento de una obligación clara, expresa y exigible, motivo por el cual para iniciar una ejecución es necesario entrar a revisar el fundamento de la misma, esto es, el título ejecutivo. Así le corresponde al Despacho analizar si los documentos aportados con la demanda constituyen un “título ejecutivo”  y si ellos sirven de fundamento para librar el mandamiento de pago solicitado por el ejecutante.

De conformidad al artículo 422 del Código General del Proceso se señala la noción de título ejecutivo y sus rasgos definitorios, aplicables también en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, así: 

“Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley.

“ La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184” (Subrayas fuera de texto)
Asimismo,  el artículo 297 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece los supuestos en que un documento constituye título ejecutivo, incluyendo dentro las sentencias en las que se condena a una entidad pública, para conocimiento de la Jurisdicción, en los siguientes términos:

“Artículo 297. Título ejecutivo. Para los efectos de este Código, constituyen título ejecutivo: […]

“1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias.” (Subrayas fuera del texto)

De estas disposiciones se derivan un conjunto de requisitos reiterados de forma uniforme por la jurisprudencia y la doctrina al clasificar los requisitos necesarios para que exista título ejecutivo, en requisitos de forma y de fondo, como se señalan a continuación:

Sobre las condiciones formales, estas se concretan en que el documento o documentos donde conste la obligación sean auténticos, que provengan del deudor o sus causantes, o de una sentencia de condena proferida por el Juez o Tribunal de cualquier jurisdicción o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso administrativos o de policía, aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia;  y en tal sentido, constituyan plena prueba contra el deudor. 

Que el documento provenga del deudor o de su causante, quiere decir que éste sea su autor, el suscriptor del correspondiente documento. 

Además, que el documento constituya plena prueba contra el deudor significa que no exista ninguna duda sobre su procedencia, por lo que debe ser allegado en original o copia auténtica. Al respecto, el artículo 244 del Código General del Proceso, establece qué se entiende por documento auténtico, así como la presunción de autenticidad en varios documentos, incluyendo aquellos que reúnen los requisitos como títulos ejecutivos.

En cambio, los requisitos de fondo se refieren a su contenido, es decir, que la obligación que contenga a favor del ejecutante o de su causante sea clara, expresa y exigible y además líquida o liquidable por simple operación aritmética. 

Que la obligación sea clara significa que en el documento consten todos los elementos que la integran, esto es, el acreedor, el deudor y el objeto o prestación, perfectamente individualizados. Sin embargo, en caso de que no se determine el objeto, por lo  menos el mismo debe ser determinable con los datos contenidos en el documento y sin necesidad de acudir a otros elementos probatorios. 

Que la obligación sea expresa quiere decir que esté determinada en el documento, con lo cual se descartan las obligaciones implícitas y las presuntas.

Que la obligación sea exigible, quiere decir que se encuentre en situación de pago o solución inmediata, por no estar sometida a plazo, modo o condición, es decir, que se trate de una obligación pura, simple y ya declarada. Con lo cual ha de entenderse que una obligación exigible es la que incorpora un derecho que puede cobrarse  ejecutivamente. 

Sobre los requisitos y condiciones del título ejecutivo,  la Sección Tercera del  Consejo de Estado en Sentencia del 29 de mayo de 2014 (M.P. Stella Conto Díaz Del Castillo señaló: 

“Para que las obligaciones puedan ser susceptibles de ejecución requieren cumplir requisitos de forma y fondo, los primeros se concretan a que el documento o documentos donde consten provengan del deudor y constituyan plena prueba contra él y los segundos se refieren a su contenido, es decir, que la deuda que se cobra sea clara, expresa y exigible.

“Una obligación es (i) expresa cuando está determinada en el mismo título, de forma nítida, sin que sea necesario acudir a lucubraciones, suposiciones o razonamientos lógicos jurídicos para determinarla. En este punto, no se puede soslayar que el título ejecutivo puede emanar de una confesión ficta o tácita, en razón de lo normado en el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil; (ii) es clara cuando está determinada de forma fácil e inteligible en el documento o documentos y en sólo un sentido y (iii) exigible cuando puede demandarse el cumplimiento de la misma por no estar pendiente de un plazo o condición. Dicho de otro modo, la exigibilidad de la obligación se manifiesta en la que debía cumplirse dentro de cierto término ya vencido o cuando ocurriera una condición ya acontecida o para la cual no se señaló término, pero cuyo cumplimiento sólo podía hacerse dentro de cierto tiempo que ya transcurrió, y la que es pura y simple por no haberse sometido a plazo ni condición, previo requerimiento”
. (Cursivas fuera de texto)

Ahora bien, los títulos ejecutivos pueden ser simples o complejos, serán simples cuando la obligación se encuentra vertida en un único documento y complejos si se requieren varios documentos para que surja la obligación clara expresa y exigible. En todo caso, el accionante deberá aportar los documentos que pretenda hacer valer como título ejecutivo, dado que al Juez le está vedado ordenar la corrección de la demanda para que el demandante allegue al expediente documentos que integren el respectivo título. Así entonces, el Juez solo podrá librar mandamiento de pago cuando con la demanda se acompañen los documentos que presten mérito ejecutivo, en el caso concreto, la sentencia debidamente ejecutoriada.
Sobre el particular, se advierte que los procesos ejecutivos cuyo título de recaudo sea una providencia judicial pueden iniciarse porque la entidad pública no acató la decisión judicial, o, lo hizo, pero de manera parcial o porque se excedió en la obligación impuesta en la providencia.

“Por regla general, en los procesos ejecutivos que se promueven con fundamento en las providencias judiciales, el título ejecutivo es complejo y está conformado por la providencia y el acto que expide la administración para cumplirla. En ese caso, el proceso ejecutivo se inicia porque la sentencia se acató de manera imperfecta. Por excepción, el título ejecutivo es simple y se integra únicamente por la sentencia, cuando, por ejemplo, la administración no ha proferido el acto para acatar la decisión del juez. En el último caso, la acción ejecutiva se promueve porque la sentencia del juez no fue cumplida.”

En este orden de ideas, para hacer efectiva la sentencia condenatoria, en caso de omisión de pago por el ente público, se debe aportar copia de la sentencia con constancia de ser primera copia y prestar mérito ejecutivo, documento que conformará un título ejecutivo simple; asimismo, deberá adjuntarse copia de las cuentas de cobro realizadas al ente público.
3. En el caso concreto

El ejecutante en su demanda hace referencia a que se ordene el pago de la Sentencia de Reparación Directa, dictada el día 24 de marzo de 2011, en segunda instancia por el Consejo de Estado, la cual fue publicada por edicto el 31 de marzo de 2011 y se encuentra debidamente ejecutoriada. Para ello, aporta como documentos de su pretensión, los siguientes:
· Copia simple de la constancia de entrega de la cuenta de cobro ante la Tesorería General de la Nación radicado No. 1-2011-069284 del día 15 de noviembre de 2011 (fl. 4).

· Copia simple de cuenta  de cobro “Arles Villada, Otros” presentada ante la Fiscalía General de la Nación, sin constancia de entrega (fl. 6).
Sin embargo, se advierte que dentro de la demanda, el ejecutante no aporto el título ejecutivo que se pretende hacer efectivo mediante este proceso, razón por la cual se hace imposible seguir adelante con el mismo. En efecto, el presupuesto para el ejercicio del medio de control ejecutivo es la existencia formal y material de un documento o conjunto de documentos que cumplan con los requisitos para ser un título ejecutivo, de los cuales se desprenda con certeza, la existencia de un derecho a favor del acreedor y una obligación correlativa en cabeza del deudor.  Dicho documento que es la base angular de tal derecho, debe incorporarse a la demanda, pues de no hacerlo, no podrá el juez librar el mandamiento de pago impetrado. 

En consecuencia, cuando no se acompañe a la demanda el documento idóneo que sirva de base a la ejecución, el juez deberá abstenerse de librar mandamiento de pago, pues teniendo en cuenta que "carece de competencia para requerir a quien se considere acreedor y a quien éste considera deudor para que allegue el documento(s) que constituye el 'título ejecutivo'; es al ejecutante a quien le corresponde y de entrada demostrar su condición de acreedor; no es posible como si ocurre en los juicios de cognición que dentro del juicio se pruebe el derecho subjetivo afirmado definitivamente en el memorial de demanda" 
.

Ahora bien, conforme a reiterados pronunciamientos del Órgano de Cierre de esta Jurisdicción
, analizada la demanda ejecutiva, el juez de conocimiento tiene tres opciones:
· Librar el mandamiento de pago: Cuando los documentos aportados con la demanda representan una obligación clara, expresa y exigible.

· Negar el mandamiento de pago: Cuando con la demanda no se aportó el título ejecutivo, simple o complejo.

· Disponer la práctica de las diligencias previas solicitadas en la demanda ejecutiva: Cuando la solicitud cumpla los supuestos legales. Practicadas estas diligencias hay lugar, de una parte, si la obligación es exigible a que el juez libre el mandamiento y, de otra parte, en caso contrario a denegarlo.

En consecuencia, dado que el título ejecutivo es el presupuesto esencial e ineludible para adelantar el proceso ejecutivo, sin el mismo, en este caso, copia de la sentencia debidamente ejecutoriada con constancia de ser primera copia y que presta mérito ejecutivo, presentado en la demanda, se carece del título ejecutivo previsto para librar mandamiento de pago. 

Sobre el particular,  en copia simple de la constancia de entrega de cuenta de cobro,  presentada ante la Tesorería General de la Nación, se relaciona como anexos: las primeras copias de la sentencia con constancia de ejecutoria y mérito ejecutivo, copias del reconocimiento de personería y del poder contentivo de la facultad de recibir. Por consiguiente, es claro para el Despacho, la imposibilidad del actor para presentar el título ejecutivo necesario para librar mandamiento de pago, dado que el mismo se encuentra en manos de la respectiva entidad; no obstante, se hace necesario la presentación de una demanda ejecutiva autónoma que señale las condiciones del título y, en su defecto, se integre el mismo, con copia autenticada de la Sentencia donde se evidencie las obligaciones claras, expresas y exigibles que el ejecutante pretende hacer efectivas. 
Finalmente, se precisa que los anexos en mención no se adjuntaron a éste proveído, ni en copia simple ni autenticada, situación que no es posible corregir mediante inadmisión de la demanda ejecutiva por limitarse su procedencia sólo en presencia defectos formales, por ello, ante la ausencia del título ejecutivo, se procederá a negar el mandamiento de pago.

Por lo expuesto el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,

RESUELVE:

PRIMERO: DENEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por la JOSE ARLES VILLADA VILLADA Y OTROS, en contra del FISCALIA GENERAL DE LA NACION por las razones indicadas en la parte motiva del presente proveído.

SEGUNDO: Se dispone la devolución de los anexos sin necesidad de desglose, y el archivo de las diligencias, previo registro en el sistema de gestión judicial.

NOTIFÍQUESE

JORGE HUMBERTO CALLE LÓPEZ
JUEZ

	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 24 de febrero de 2015  fijado a las 8 a.m.

MIRYAN DUQUE BURITICA

SECRETARIA   
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